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Santiago, uno de diciembre de dos mil dieciséis. 

Vistos:  

En estos autos Rol N° 542-2010, del Trigésimo Cuarto Juzgado del 

Crimen de Santiago, por sentencia de diecinueve de junio de dos mil quince  se 

condenó a Rodolfo Olguín González, Víctor Ruiz Godoy y Aquiles González 

Cortés, a la pena de ocho años de presidio mayor en su grado mínimo, como 

autores de los delitos de homicidio calificado de Germán Osorio Pérez y 

Manuel Flores Durán, perpetrados el 19 de abril de 1983, imponiendo a todos 

los sentenciados las penas accesorias de inhabilitación absoluta perpetua para 

cargos y oficios públicos y derechos políticos e inhabilitación absoluta para 

profesiones titulares mientras dure la condena 

 En lo civil, el fallo acogió la demanda deducida por los actores Jorge y 

Aldo, ambos de apellidos Flores Durán, por el daño moral padecido, 

condenando al Estado de Chile a pagar la suma de $50.000.000 (cincuenta 

millones de pesos) a cada uno, más reajustes a partir de la fecha en que la 

sentencia quede ejecutoriada e intereses desde la mora, con costas 

Impugnada esa decisión, la Corte de Apelaciones de Santiago, por 

sentencia de veintisiete de enero del año en curso, la confirmó, con declaración 

que los sentenciados han de cumplir cada uno de ellos la pena de diez años y 

un día de presidio mayor en su grado medio, más las accesorias de 

inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos y derechos 

políticos y la de inhabilitación absoluta para profesiones titulares mientras dure 

la condena, como autores de los delitos de homicidio calificado de Germán 

Osorio Pérez y Manuel Flores Durán.  

En contra de esa decisión la defensa del condenado Víctor Ruiz Godoy y 

el Fisco de Chile dedujeron sendos recursos de casación en el fondo, los que 

se ordenaron traer en relación por decreto de fojas 1742. 

Considerando: 



Primero: Que el recurso de casación en el fondo deducido por la 

defensa del sentenciado Godoy Ruiz se funda en la causal 1ª del artículo 546 

del Código de Procedimiento Penal, por el error de derecho en que se habría 

incurrido al desestimar las atenuantes contempladas en los artículos 103 del 

Código Penal y 211 en relación al artículo 214, ambos del Código de Justicia 

Militar. 

En relación a la media prescripción, se sostiene que la sentencia yerra al 

acudir a unos mismos argumentos para rechazar la minorante y la causal de 

extinción de la responsabilidad penal -prescripción total-, en circunstancias que 

entre ambos institutos no hay una relación como la que plantea el fallo, de 

principal y accesorio, pues la que se reclama, con fines y efectos diversos, 

incluso encuentra fundamento en normas de derecho humanitario, que 

justifican la disminución de la pena en casos como el de la especie, en que se 

sancionan conductas ocurridas largo tiempo atrás.  

La misma normativa de derecho internacional, afirma, permitía 

reconocer en favor del condenado la atenuante del artículo 211 del Código de 

Justicia Militar. 

 Sin este error, con la concurrencia de las minorantes indicadas, por 

aplicación del artículo 68 del Código Penal, se habría impuesto una pena no 

superior a presidio menor en su grado máximo, pudiendo el sentenciado 

acogerse al beneficio de la libertad vigilada, que es lo que se solicita en la 

conclusión, como consecuencia de la invalidación pretendida. 

Segundo: Que, por su parte, el recurso de casación en el fondo 

deducido en representación del Fisco de Chile se funda en el artículo 546 

inciso final del Código de Procedimiento Penal y se desarrolla en tres capítulos. 

Por su primer segmento se reclama la infracción a los artículos 2 N° 1, 

17, 18, 19, 20, 21, 22 y 23 de la Ley N° 19.123 y artículos 19 inciso 1 y 22 

inciso primero del Código Civil, como consecuencia de haberse rechazado en 



la sentencia la excepción de preterición legal de los demandantes Jorge Jaime 

y Aldo Patricio, ambos de apellido Flores Durán. 

Explica el recurso que la Ley N°19.123 concedió beneficios al núcleo 

más cercano de la víctima, que comprende a los padres, hijos y cónyuge, 

pretiriendo al resto de las personas ligadas por vínculos de parentesco, 

amistad o cercanía, entre ellos, a los hermanos del causante, cuyo es el caso 

de los demandantes de autos. Prueba este aserto la existencia de otras 

normas de  derecho interno que razonan en igual sentido, como sucede, por 

ejemplo, con los artículos 43 de la Ley N° 16.744 y 988 y siguientes del Código 

Civil, de todo lo cual se infiere como principio jurídico que la ley da prioridad 

para la reparación de daños en casos como el que se revisa a los familiares 

más cercanos a la víctima, lo que en este caso no ha sido respetado. 

Por el siguiente apartado se alega la falta de aplicación de los artículos 

41 del Código de Procedimiento Penal, 2332, 2492, 2497, 2514, 2518 del 

Código Civil, en relación a las reglas de interpretación contenidas en los 

artículos 19 y 22 del aludido cuerpo de leyes, al prescindir el fallo de la 

regulación contenida en el derecho interno a propósito de la prescripción de la  

acción civil ejercida. Indica el recurso que no existe en la legislación norma de 

fuente nacional o internacional que establezca la imprescriptibilidad de la 

acción deducida o que prorrogue, suspenda o interrumpa los plazos de 

prescripción de la acción por responsabilidad civil extracontractual del Estado 

en el caso de violaciones a los derechos humanos, término que es de cuatro 

años, como establece el artículo 2332 del Código Civil. 

En la especie, siendo notificada la demanda el 24 de marzo de 2014, el 

plazo de prescripción se encontraría cumplido incluso si se considera que 

estuvo suspendido durante todo el periodo que se inició con el régimen militar 

instaurado el 11 de septiembre de 1973 hasta la fecha en que la Comisión 

Nacional de Verdad y Reconciliación entregó oficialmente su informe sobre los 



casos de violaciones a los derechos humanos ocurridos en el país en el mismo 

periodo. 

Entonces, afirma el recurso, al apartarse de las disposiciones sobre 

prescripción del Código Civil, se vulneraron las reglas de los artículos 19 inciso 

primero y 22 inciso primero de ese mismo cuerpo legal, en particular porque no 

debía desatenderse el contexto de la ley y lo dispuesto en su artículo 2497, que 

manda aplicar las disposiciones de la prescripción a favor y en contra del 

Estado. 

Más adelante se denuncia la falsa aplicación de tratados internacionales 

que no contemplan la imprescriptibilidad de las acciones civiles. Se sostiene 

que el fallo extiende indebidamente la imprescriptibilidad prevista para la 

persecución penal de los responsables de delitos de esta naturaleza al ámbito 

patrimonial. Sin perjuicio de ello, la sentencia no cita ninguna disposición 

precisa de algún tratado internacional suscrito y vigente en Chile que 

establezca dicha  imprescriptibilidad para el caso del ejercicio de acciones 

pecuniarias provenientes de violaciones a los derechos humanos. En 

consecuencia, a falta de norma expresa de derecho internacional debidamente 

incorporada al ordenamiento interno, la sentencia no debió apartarse de los 

artículos 2332 y 2497 del Código Civil, pues la Convención Americana de 

Derechos Humanos, la Convención Interamericana sobre Desaparición 

Forzada de Personas, la Convención sobre Imprescriptibilidad de los Crímenes 

de Guerra y de Lesa Humanidad, los Convenios de Ginebra, ni las normas 

internacionales de ius cogens, permiten arribar a la conclusión de 

imprescriptibilidad que plasma el fallo. 

Con estos argumentos finaliza solicitando que se anule la sentencia 

impugnada y en reemplazo se revoque el fallo de primer grado y se rechace la 

demanda. 

Tercero: Que previo al análisis y resolución de los recursos es 

conveniente consignar los hechos que el tribunal del fondo ha tenido por 



demostrados en el motivo Undécimo del fallo de primer grado, que el de alzada 

reproduce en esa parte, del modo que sigue: La Central Nacional de 

Informaciones (CNI), a esa fecha, abril de 1983, constituía una estructura 

organizada y jerarquizada, descrita como organismo militar e integrante de la 

Defensa Nacional, dividida en su fase operativa en Brigadas, que estaban 

organizadas en torno a un oficial que ejercía el mando y establecía las 

directrices, objetivos y prioridades de la labor a realizar, secundado al igual que 

las Fuerzas Armadas de una plana mayor que le prestaba asesoría. 

Estas Brigadas operativas desarrollaban su labor en terreno, mediante 

agrupaciones o equipos de trabajo, y sus agentes eran miembros del Ejército, 

Carabineros, Investigaciones y personal civil. Entre ellas se encontraba la 

Agrupación Azul, encargada de investigar y reprimir a los militantes del 

Movimiento de Izquierda Revolucionario, particularmente a quienes participaron 

de la llamada Operación Retorno e ingresaron clandestinamente al país. 

Es en ese contexto que el día 19 de abril de 1983, alrededor de las 

09.00 horas, Manuel Flores Durán y Germán Osorio Pérez, militantes activos 

del Movimiento de Izquierda Revolucionario, con ingreso al país en el contexto 

de la Operación Retorno, caminaban por la calle Villaseca de la comuna de 

Ñuñoa, cuando agentes de la Agrupación Azul de la Central Nacional de 

Informaciones (CNI), como resultado de seguimientos previos, logran situarlos 

en el sector y forjan un operativo para eliminarlos mediante el uso sorpresivo 

de sus armas de fuego automáticas, con las cuales descargaron más de 20 

disparos a cada uno para abatirlos y darles muerte, sosteniendo 

posteriormente en sus declaraciones prestadas ante la Justicia Militar que ellas 

fueron resultado de un enfrentamiento armado a consecuencia del ataque 

sorpresivo sufrido por los agentes cuando quisieron controlar sus identidades, 

situación que no se infiere de los antecedentes allegados al proceso y, por el 

contrario, ellos demuestran la inevitable evidencia de una eliminación.  



Tales sucesos fueron estimados como constitutivos de sendos delitos de 

homicidio, calificados por las circunstancias de alevosía y premeditación 

conocida, conclusión que surge de considerar que su forma de comisión da 

cuenta de un injusto peligroso del obrar, esto es, ataques sorpresivos a 

personas que se encuentran impedidas de repeler cualquier agresión, porque 

los autores de sus muertes actúan fuertemente armados y de manera intensiva, 

operando sobre seguro, con gente adecuadamente capacitada para realizar 

estas acciones, de forma disciplinada y sujetos a un mando militar. Por lo 

anterior, al tribunal del grado no le cupo duda que los agentes crearon las 

circunstancias de desprotección, al aparecer  de forma sorpresiva para 

desarrollar exitosamente su intención criminal con armas automáticas de 

cargadores de 15 tiros, lo que se advierte al haber recibido cada uno de ellos 

más de 20 disparos. Esta forma de ejecución es subsumible jurídicamente en 

criterios de actuar sobre seguro y a traición, de manera que se concluye la 

concurrencia de la circunstancia de alevosía.  

En cuanto a la premeditación conocida, ella es consecuencia de las 

mismas circunstancias, porque de ella deriva incuestionablemente que los 

agentes tenían, la hacer uso de sus armas, la decisión de matar a las víctimas 

y, por lo mismo, actuaron bajo un plan de ejecución previa, debidamente 

estructurado y reflexivo, con propósito criminal.  

Cuarto: Que en relación al recurso de casación en el fondo promovido 

por la defensa de Ruiz Godoy, la alegación relativa a la supuesta errónea 

aplicación del artículo 103 del Código Penal debe ser desestimada, pues  es 

correcto el razonamiento del fallo de segundo grado en el sentido que la 

imprescriptibilidad de la acción penal que nace de esta clase de injustos se 

extiende a la media prescripción.  

Pero también cabe tener en cuenta que el artículo 103 del Código Penal 

no sólo está contemplado en el mismo título que la prescripción, sino que se 

desarrolla luego de aquélla,  pero como en la especie se trata de un delito de 



lesa humanidad, lo que el fallo declara expresamente por aplicación de las 

normas del Derecho Internacional y dado que tanto la media prescripción como 

la causal de extinción de la responsabilidad penal se fundan en el transcurso 

del tiempo como elemento justificante para su aplicación, la improcedencia de 

aplicar la prescripción total alcanza necesariamente a la parcial, pues no se 

advierte razón para reconocer al tiempo el efecto de reducir la  sanción, dado 

que una y otra institución se fundamentan en el mismo elemento que es 

rechazado por el ordenamiento penal humanitario internacional, de manera que 

ninguno de tales institutos resulta procedente en ilícitos como el de la especie. 

Quinto: Que en relación a las circunstancias previstas en los artículos 

211 y 214 del Código de Justicia Militar, debe decirse que la sentencia en el 

motivo Vigésimo Octavo excluye que el acto ordenado se encuentre dentro de 

aquellos que alcanzan la relación habitual jurídico y de carácter público de los 

involucrados, agregando que en el curso del proceso no hay antecedentes que 

permita pensar que los acusados no pudieron evitar cumplir la orden, ni que 

incurrieron en un error, teniendo siempre en consideración que se trataba de 

una orden ilegítima, por lo que resulta evidente que, más allá de las 

consideraciones hechas valer por el recurso respecto a la naturaleza de la 

orden eventualmente proferida y a la que su parte se habría sujetado, la 

impugnación se construye sobre la base de hechos diversos de los asentados 

en el fallo y que no han sido impugnados, de manera que ellos han quedado 

firmes en el punto debatido, lo que impide la consideración de la causal de 

nulidad hecha valer. 

Sexto: Que, en atención a lo razonado precedentemente, no resulta 

posible admitir, entonces, la infracción de lo dispuesto en el artículo 68 inciso 

3° del Código Penal, como ha pretendido la defensa del condenado, por cuanto 

la pena ha sido correctamente determinada sobre la base de las modificatorias 

de responsabilidad penal asentadas en el proceso, motivo por el cual su 

recurso será desestimado. 



Séptimo: Que en relación al recurso deducido en representación del 

Fisco de Chile, cabe considerar que, tratándose de un delito de lesa 

humanidad, lo que ha sido declarado en la sentencia, cuya acción penal 

persecutoria es imprescriptible, no resulta coherente entender que la acción 

civil indemnizatoria esté sujeta a las normas sobre prescripción establecidas en 

la ley civil interna, ya que ello contraría la voluntad expresa manifestada por la 

normativa internacional sobre Derechos Humanos, integrante del ordenamiento 

jurídico nacional por disposición del inciso segundo del artículo 5º de la Carta 

Fundamental, que consagra el derecho de las víctimas y otros legítimos 

titulares a obtener la debida reparación de todos los perjuicios sufridos a 

consecuencia del acto ilícito, e incluso por el propio derecho interno, que en 

virtud de la Ley N° 19.123, reconoció de manera explícita la innegable 

existencia de los daños y concedió también a los familiares de las víctimas 

calificadas como detenidos desaparecidos y ejecutados políticos, por violación 

a los derechos humanos en el período 1973-1990, reconocidos por los 

informes de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación y la Corporación 

Nacional de Reparación y Reconciliación, beneficios de carácter económico o 

pecuniario.  

Por consiguiente, cualquier pretendida diferenciación en orden a dividir 

ambas acciones y otorgarles un tratamiento desigual es discriminatoria y no 

permite al ordenamiento jurídico guardar la coherencia y unidad que se le 

reclama.  

Entonces, pretender aplicar las normas del Código Civil a la 

responsabilidad derivada de crímenes de lesa humanidad posibles de cometer 

con la activa colaboración del Estado como derecho común supletorio a todo el 

ordenamiento jurídico, hoy resulta improcedente. 

Esta ausencia de regulación jurídica para determinadas situaciones 

impone al juez interpretar, o mejor dicho, integrar la normativa existente, que en 

el evento de estar sustentados en iguales directrices podrá aplicar la analogía. 



Al no responder a iguales paradigmas, debe integrarse la normativa con los 

principios generales del derecho respectivo. En este sentido, el artículo 38 letra 

c) del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, dispone: “La Corte, cuya 

función es decidir conforme al derecho internacional las controversias que le 

sean sometidas, deberá aplicar: c. los principios generales de derecho 

reconocidos por las naciones civilizadas”, principios generales del derecho que 

reconocen la imprescriptibilidad de las acciones reparatorias derivadas de 

violaciones a los derechos humanos.  

Por otra parte, la reparación integral del daño no se discute en el ámbito 

internacional, y no sólo se limita a los autores de los crímenes, sino también al 

mismo Estado. La normativa internacional no ha creado un sistema de 

responsabilidad, lo ha reconocido, pues, sin duda, siempre ha existido, 

evolucionando las herramientas destinadas a hacer más expedita, simple y 

eficaz su declaración, en atención a la naturaleza de la violación y del derecho 

quebrantado.  

Octavo: Que en el caso en análisis, dado el contexto en que el ilícito fue 

verificado, con la intervención de agentes del Estado amparados en un manto 

de impunidad forjado con recursos estatales, trae no sólo aparejada la 

imposibilidad de declarar la prescripción de la acción penal que de ellos 

emana, como se ha sostenido por el fallo que se revisa, sino que, además, la 

inviabilidad de proclamar la extinción de  la acción civil indemnizatoria por el 

transcurso del tiempo, según se razonara al inicio del motivo anterior.  

Noveno: Que por otro lado, como ya se ha esbozado, la acción civil aquí 

deducida en contra del Fisco tendiente a obtener la reparación íntegra de los 

perjuicios ocasionados encuentra su fundamento en los principios generales 

del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y consagración normativa 

en los tratados internacionales ratificados por Chile, los cuales obligan al 

Estado de Chile a reconocer y proteger este derecho a la reparación íntegra, 



en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5° y en el artículo 6° 

de la Constitución Política.  

Los artículos 1.1 y 63.1 de la Convención Americana de Derechos 

Humanos consagran que la responsabilidad del Estado por esta clase de 

ilícitos queda sujeta a reglas de Derecho Internacional, las que no pueden ser 

incumplidas a pretexto de hacer primar otros preceptos de derecho interno, 

pues si se verifica un hecho ilícito imputable a un Estado surge de inmediato la 

responsabilidad internacional de éste por la violación de una norma 

internacional, con el consecuente deber de reparación y de hacer cesar las 

consecuencias de la violación. 

Décimo: Que estas normas de rango constitucional imponen un límite y 

un deber de actuación a los poderes públicos, y en especial a los tribunales 

nacionales, en tanto éstos no pueden interpretar las normas de derecho interno 

de un modo tal que dejen sin aplicación las normas de derecho internacional 

que consagran este derecho a la reparación, pues ello podría comprometer la 

responsabilidad internacional del Estado de Chile.  

Por esta razón no resultan aplicables a estos efectos las normas del 

Código Civil sobre prescripción de las acciones civiles comunes de 

indemnización de perjuicios, como pretende el Fisco demandado, pues ellas 

contradicen lo dispuesto en la normativa internacional.  

Undécimo: Que de otra parte, la indemnización del daño producido por 

el delito y la acción para hacerla efectiva, de máxima trascendencia al 

momento de administrar justicia, compromete el interés público y aspectos de 

justicia material, todo lo cual condujo a acoger la demanda deducida en autos, 

que tenía por fin obtener la reparación íntegra de los perjuicios ocasionados 

por el actuar de agentes del Estado de Chile, ya que así lo demanda la 

aplicación de buena fe de los tratados internacionales suscritos por nuestro 

país y la interpretación de las normas de derecho internacional consideradas 

ius cogens por la comunidad jurídica internacional. Dichas normas deben tener 



aplicación preferente en nuestro ordenamiento interno, al tenor de lo que 

dispone el artículo 5° de la Constitución Política de la República, por sobre 

aquellas disposiciones de orden jurídico nacional que posibilitarían eludir las 

responsabilidades en que ha incurrido el Estado chileno, a través de la 

actuación penalmente culpable de sus funcionarios, dando cumplimiento de 

este modo a la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados.  

Duodécimo: Que, por último, debe tenerse en consideración que el 

sistema de responsabilidad del Estado deriva también de los artículos 6 inciso 

tercero de la Constitución Política de la República y 3º de la Ley Nº 18.575, 

Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, 

las que, de aceptarse la tesis del recurso del Fisco de Chile, quedarían 

inaplicadas. 

Décimo Tercero: Por último, sobre la supuesta preterición legal en 

relación a la demanda de los hermanos de una  de las víctimas, cada vez que 

se ha optado por establecer un orden legal respecto de beneficios o 

posibilidades de accionar existen disposiciones expresas que así lo resuelven, 

lo que en la especie no sucede, pues la única limitante que tienen quienes 

reclaman un daño sufrido como consecuencia del actuar de agentes del Estado 

es demostrar la existencia de dicho detrimento, de manera que formalmente 

basta con alegar la existencia del daño y la relación con la víctima para 

plantear la pretensión, lo que en este caso no ha sido cuestionado. 

Décimo cuarto: Que por las reflexiones precedentes el recurso de 

casación en el fondo del Fisco de Chile será desestimado en todos sus 

capítulos. 

Y visto, además, lo dispuesto en los artículos 103 del Código Penal; 535, 

546 N° 1°  e inciso final y 547 del Código de Procedimiento Penal; y  767  y 

siguientes del de Procedimiento Civil, se rechazan los recursos de casación en 

el fondo deducidos por la defensa del condenado Víctor Ruiz Godoy y por el 



Fisco de Chile, en contra de la sentencia de veintisiete de enero de dos mil 

dieciséis, que se lee a fojas 1691.   

 Acordada la decisión de rechazar el recurso de casación en el 

fondo deducido en representación del sentenciado con el voto en contra 

de los Ministros Sres. Künsemüller y Cisternas, quienes estuvieron por 

acogerlo, respecto de la prescripción gradual y, de este modo, anulada la 

sentencia penal, en la de reemplazo aplicar la media prescripción alegada, 

rebajando la pena impuesta. Para lo anterior tuvieron en consideración lo 

siguiente:  

1° Que cualquiera que hayan sido los fundamentos para desestimar en 

el presente caso la concurrencia de la prescripción de la acción penal como 

causal de extinción de la responsabilidad criminal, es lo cierto que la 

prescripción gradual constituye una minorante calificada de responsabilidad 

criminal, cuyos efectos inciden en la determinación del quantum de la sanción 

corporal, independiente de la prescripción, con fundamentos y consecuencias 

diferentes, sin originar la impunidad del hecho delictivo. Así, aquélla descansa 

en el supuesto olvido del delito, en razones procesales y en la necesidad de no 

reprimir la conducta, lo que conduce a dejar sin castigo el hecho criminoso, en 

cambio la atenuante -que también se explica gracias a la normativa 

humanitaria- halla su razón de ser en lo insensato que resulta una pena tan alta 

para hechos ocurridos largo tiempo atrás, pero que no por ello deben dejar de 

ser irremediablemente sancionados, pero resulta de su reconocimiento una 

pena menor. De este modo, en casos como el presente, aunque el decurso del 

tiempo desde la comisión del ilícito se haya prolongado en exceso, no provoca 

la desaparición por completo de la necesidad del castigo, y nada parece 

oponerse a que los tribunales recurran a esta atenuación de la sanción, pues el 

lapso transcurrido debe atemperar la severidad de la represión.    

2° Que en definitiva, la prescripción gradual conforma una mitigante muy 

calificada cuyos efectos inciden sólo en el rigor del castigo, y por su carácter de 



regla de orden público, su aplicación es obligatoria para los jueces, en virtud 

del principio de legalidad que gobierna al derecho punitivo.    

3° Que tampoco se advierte ninguna restricción constitucional, legal, de 

Derecho Convencional Internacional ni de ius cogens para su aplicación, desde 

que aquellas reglas sólo se limitan al efecto extintivo de la responsabilidad 

criminal. Entonces, aun cuando hayan transcurrido íntegramente los plazos 

previstos por el legislador para la prescripción de la acción penal derivada del 

ilícito, no se divisa razón que obstaculice considerarla como atenuante para 

mitigar la responsabilidad criminal que afecta al encausado, pues de los autos 

fluye que el lapso de tiempo requerido para la procedencia de la institución 

reclamada por el impugnante ha transcurrido con creces, y como se trata de 

una norma de orden público el juez debe  aplicarla, al ser claramente favorable 

al procesado, por lo que, en opinión de los disidentes, se configura el vicio de 

casación denunciado que torna procedente la invalidación de la sentencia. 

Regístrese y devuélvase con sus agregados. 

Redacción a cargo del Ministro Sr. Juica y de la disidencia, sus autores. 

N° 15.963-2016 

 

 

 

Pronunciado por la Segunda Sala integrada por los Ministros Sres. Milton Juica 

A., Carlos Künsemüller L., Haroldo Brito C., Lamberto Cisternas R., y Manuel 

Valderrama R.  

 

Autorizada por el Ministro de Fe de esta Corte Suprema. 

 

 

 

En Santiago, a uno de diciembre de dos mil dieciséis, notifiqué en Secretaría por 

el Estado Diario la resolución precedente, como asimismo personalmente al 

señor Fiscal Judicial de la Corte Suprema, quien no firmó. 


